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Resumen 
 
La idea de lanzar un reto a la antropología y el derecho, nace como una necesidad para 
reorientar la labor estatal en materia de política pública esencialmente criminal. Si bien se 
asume que el soberano prevé al momento de la creación de un plan de país en materia de 
seguridad, haya estudiado y consultado a distintos expertos llámese sociólogos, 
criminólogos u otros profesionales de las ciencias sociales, lo que perfectamente se puede 
cuestionar por razón de los resultados obtenidos, que la política en materia de seguridad 
responde a factores distintos y ajenos a la realidad de Honduras. La criminalidad se ve 
como un enemigo al cual hay que confrontar y no como un problema social producto de la 
desigualdad económica, que hay que solucionar. Las maras surgen como un nuevo tipo de 
crimen organizado, asumiendo el rol que le corresponde al propio estado en muchos de los 
sectores donde dominan y ejercen “soberanía criminal”, donde la educación de calidad, el 
empleo y otros servicios que permitirían a la juventud optar por una alternativa, se ven 
limitados y superados por este grupo tildado como “enemigos” de Honduras; si bien no se 
puede ocultar, ni se pretende exonerar de los diversos crimines que cometen a diario, 
tampoco el estado puede hacer caso omiso a su responsabilidad de responder a los 
problemas sociales con una política inclusiva y no solamente represiva. Por eso es 
necesario que al momento de crear políticas públicas se incluya ciencias como la 
antropología que permitan tener una mirada distinta y más acorde a la realidad que se 
vive en Honduras. 
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Abstract 
 
The idea of launching a challenge to law and anthropology, was born as a need to reorient 
state labor on public policy, essentially criminal. While it is assumed that the sovereign has 
studied and consulted various experts when creating a country's security plan, whether 
they are sociologists, criminologists or other professionals of the social sciences, this can 
be perfectly questioned based on the results obtained, that security policy responds to 
different factors that are unrelated to the reality of Honduras. Crime is seen as an enemy 
that must be confronted and not as a social problem that has to be solved and that is born 
as a product of economic inequality. Gangs emerge as a new type of crime organization, 
assuming the role that corresponds to the state in many areas where they dominate and 
exert "criminal sovereignty", where quality education, employment and other services that 
would allow youth to get an alternative, are limited and outweighed by this group branded 
as "enemies" of Honduras; although the various crimes that are committed daily cannot be 
hidden, nor it is it intended to exonerate them, the state can't ignore its responsibility to 
respond to social problems with an inclusive and not only repressive policy. Therefore, 
when creating public policy, it is necessary to include sciences like anthropology that offer 
a different and more suited look to the reality of life in Honduras. 
Keywords: Anthropology, law, public policy, social reality, youth, and gangs. 
 
 
 
Introducción 
 
La antropología tiene muchas ramas que podemos relacionar y utilizar 
directamente con el derecho, quizá la primera que aparezca en nuestras mentes sea: 
antropología jurídica. Si bien es cierto, dicha orientación antropológica está teniendo un 
auge muy especial en varios países de América Latina, para nuestro objeto de estudio en 
este ensayo será necesario utilizar y replantearnos, otras facetas de esta disciplina, 
algunas olvidadas como la antropología criminal y otras que tienen su foco de estudio 
predilecto más allá de la urbe como la primera que mencionamos, pero existe una que nos 
ayudara a crear el vínculo, entre todas estas ramas y es la antropología urbana. 
La antropología urbana se convierte en una herramienta metodológica indispensable, en 
el uso de la disciplina, en razón de las dos sociedades extremas de que ella se ocupa 
(Roberto Pineda Giraldo 1994) las comunidades ágrafas (tema central y preferido por los 
especialistas en la materia) y las sociedades complejas; y aunque esta dualidad tenga por 
objeto el estudio de la cultura, su diseño inicial es para comunidades pequeñas o 
espacialmente reducidas. Por lo que se torna muy difícil cuando se debe aplicar los 
tradicionales instrumentos antropológicos, al ámbito de la ciudad y a las áreas urbanas, 
debido al amplio contexto que caracteriza la urbe y que influye en los aspectos de los 
individuos y sus agrupaciones; en nuestro caso a estudiar la compleja y selectiva 
organización, dificulta su acceso para un estudio a profundidad, mas no se puede ignorar 
los avances que se han logrado o se pueden lograr para el trato que se les debe 
caracterizar a los sujetos. Por lo que intentaremos desglosar como se desenvuelven las 
maras en nuestro país, para denotar graves problemas sociales que deben tomarse en 
cuenta principalmente al momento de tratar con los miembros más jóvenes de estas 
organizaciones y estudiar la verdadera razón del porque se han consolidados como 
organización criminal; denotando a su vez como falla la política que pretende 
“contenerles”. Y es exactamente quizá uno de los factores que favorecen su crecimiento 
como parte del crimen organizado, que intentamos suprimirles, antes de comprenderles y 
estudiar, porque delinquen. 
Honduras es el  país de la región latinoamericana con índices de criminalidad y violencia 
más elevados, según Forbes México (2015) por cuarto año consecutivo,  con 1,317 
homicidios, la ciudad hondureña de San Pedro Sula ocupó el primer lugar entre las 50 
ciudades de más de 300,000 habitantes contabilizadas por la organización y en quinto 
lugar se encuentra la capital de Honduras Tegucigalpa MDC con un total de 101.99 
asesinatos por cada 100 mil habitantes.  
Entre los países de Centroamérica, el llamado triángulo de la violencia: El Salvador, 
Guatemala y Honduras. Donde sí habría que señalar un problema como preponderante en 
la región, ese sería sin duda la violencia. Dicha violencia tiene numerosas manifestaciones, 
pero son los homicidios relacionados con las maras o pandillas y el feminicidio las más 
alarmantes. Para la Comisión española de ayuda al refugiado (2013) El triángulo norte, 
concentra la mayor parte de las violaciones de derechos humanos. Mujeres y niñas son 
consideradas mercancía de trata, impuestos de guerra, transportistas de droga o 
instrumentos para el sicariato. Además, el 80% de la droga que transita hacia EEUU pasa 
por aquí. 
De hecho Honduras es hoy en día el punto de entrada más popular para la cocaína con 
dirección norte hacia Guatemala. De los 80.000 kilos de cocaína que llegan por aire hacia 
Estados Unidos, aproximadamente 65.000 aterrizan previamente en territorio hondureño. 
El  IHADFA (Instituto Hondureño para la Prevención del Alcoholismo, Drogadicción y 
Farmacodependencia)  asevera los hondureños entre 12 y 20 años son consumidores 
activos de alcohol, 58% de tabaco, 16.8% de la marihuana, 10% de la cocaína y 14.8% de 
tranquilizantes o drogas prescritas por médicos.  
Ante esta situación, la respuesta gubernamental  es culpar de la nueva violencia criminal 
en Centroamérica, a la juventud y más específicamente, con la población relacionada con 
maras y pandillas. No con este comentario pretendo exonerar de su responsabilidad a este 
grupo emergente de crimen organizado, pero tampoco pretendo hacerlo con el estado 
quien parece ser ineficaz e insuficiente y  sus fuerzas de seguridad son violentas y 
permisivas a su vez. Si bien es innegable el daño que le han hecho a la sociedad cualquier 
grupo criminal, las maras son la salida única para muchos jóvenes en mi país, algunas 
están ubicadas en territorios  donde la policía no pretende ingresar, donde el ser marero 
es sinónimo de “renombre” y se convierte para los jóvenes que carecen de una educación 
de calidad, de un grupo familiar integrado y de trabajo, en la única aspiración que les 
queda, un estado nuevo dentro de un estado derecho. 
El presente ensayo no pretende enumerar diversos crimines cometidos por las “maras”, ni 
enunciar las estadísticas de violencia que estas provocan y que ya tanto han gastado la 
tinta de otras editoriales, tampoco omitiremos las consecuencias sociales y el temor que 
dibujan a diario en Honduras. Pero lo que pretenderemos plasmar es aquello que se 
oculta detrás de aquel acto criminal, junto a su verdadera connotación, además de 
intentar explicar la causa que empujo a este grupo de jóvenes a constituirse como una de 
las siete organizaciones criminales más fuertes del mundo; él porque se organizan y 
administras y representan una opción (si bien negativa) para la juventud, ante la 
inoperancia estatal. Lo que buscaremos además de la explicación de su funcionamiento, 
es retar a la antropología en todas sus ramas y al derecho, para replantearnos algunas 
situaciones que podrían evitar que el crimen organizado se fortalezca, no mediante el 
olvido de estos grupos, ni agravando sus penas, sino más bien humanizando y hasta 
orientando con algo de lógica las actuales practicas del sistema de Justicia. 
 
 
La Antropología y el Derecho 
 
Con el abordaje socio cultural del derecho, la antropología jurídica aporta a los 
derechos humanos, al agregarle al discurso conceptual, los valores y prácticas, las 
representaciones, los símbolos y las relaciones, hasta la forma de entender de pensar y 
conceptualizar el estado, el poder, la justicia y el mismo derecho. Un código de derechos 
humanos (Esteban Krotz, 2002) o una serie de derechos fundamentales, contiene y refleja 
una determinada visión ideal del ser humano y de la sociedad, la cual no debe ser estática 
sino evolutiva. La incógnita que debemos plantear ahorita es, ¿Qué sucede cuando este 
ciudadano va en contra de las normas de la sociedad? O mejor aún y refiriéndonos 
directamente a nuestro grupo a estudiar: ¿Por qué?  Aunque el estado en el uso derecho 
penal buscara castigar al sujeto, con esto solo se deja de percibir al ciudadano como tal, 
por haber “fallado” a la visión ideal que se esperaba de él.  Perdiendo la noción de las 
causas que llevaron a estos sujetos a delinquir y por tanto encubriendo la responsabilidad 
estatal, en la respuestas del ideal que se espera del ciudadano para con él; esto quiere 
decir la inoperancia para asegurarle a los individuos el goce de sus derechos 
fundamentales, que da como resultado la miseria y la desigualdad de la población, raíz de 
la criminalidad. Por lo anterior es más fácil querer reprimir al delincuente, que luchar 
contra sus orígenes y estudiar qué factores influyen para que los jóvenes se sumen o 
tienten a formar parte del crimen organizado. 
La antropología criminal tiene sus orígenes con Cesar Lombroso, quien nos demostró que 
había una absoluta necesidad de saber por qué la persona delinquía, aunque algunas de 
sus teorías sean muy discutibles,  la verdad es que hoy en día se vive en Honduras una 
realidad muy violenta y el solo uso del derecho es ineficaz, por lo que el uso correcto de 
herramientas antropológicas podrían ayudarnos a determinar, cual es la aptitud política 
que se debería tomar con estos grupos. Cuando el estado en el ejercicio legítimo de la 
violencia, está en total disposición de reprimir, debe evaluarse previo a su accionar, si esta 
medida es eficaz o ineficaz; bastaría con estudiar más adelante las estadísticas para 
concluir que es ineficaz, ya que toda finalidad del uso de la pena debe ir acompañado de 
un tratamiento que oriente a la rehabilitación del delincuente, sino simplemente seria 
venganza. Por lo que cuando referimos al uso de la antropología al campo criminal la idea 
primordial es saber cómo actuar preventivamente, ante la problemática del crimen. 
 
 Las Maras en Honduras y la Sombra del Estado 
 
Para Karen Antúnez (2012)  el surgimiento de estos grupos delictivos es a  
principios de los años 80’ cuando llega a los Estados Unidos, principalmente a Los Ángeles 
(California), un grupo numeroso de inmigrantes salvadoreños que escapaban 
de las sangrientas guerras internas que vivía El Salvador. Una vez deportados estos 
jóvenes, regresan con la idea de continuar con su vida delictiva a sus países de origen, al 
no encontrar mejores oportunidades educativas, laborales y la desintegración familiar, 
hace más fácil que otros jóvenes en igual desventaja, se sumen a la organización, que en 
sus inicios apenas representaba un problema; pero que crecería de forma precipitada en 
la última década.  
Pero el verdadero surgimiento o más bien dicho fortalecimiento de esta modalidad de 
crimen organizado, es muy distinto a la simple influencia de las pandillas como grupo 
delictivo; el factor socio económico donde la carencia de oportunidades para la clase baja, 
fomenta el crecimiento del delito ante la necesidad de la población sumida en extrema 
pobreza, el entorno familiar destruido,  la carencia de un núcleo familiar bien formado 
hace al adolescente más vulnerable a entrar a una mara, en busca de comprensión, apoyo 
y hermandad ficticia que le brindan otros jóvenes de igual condición;  el desempleo 
creado por la falta de oportunidades laborales, un salario digno y sumado a esto el 
movimiento migratorio de la población rural hacia los centros urbanos más importantes es 
más intenso en el caso de la población joven, situación que, ante la incapacidad de 
absorción de la mano de obra de la estructura productiva, crea serias dificultades de 
empleo, que se evidencian en el crecimiento de la informalidad urbana que abarca 
alrededor del 30% de la Población Económicamente Activa (PAE). Aunque las 
agrupaciones juveniles originalmente responden a la búsqueda de alternativas de 
sobrevivencia y protección por el desarraigo y la desvinculación de los jóvenes de sus 
familias, y permiten a sus miembros sobrellevar la llamada crisis de la adolescencia, 
cuando éstas se ven enfrentadas a la violencia social más cruenta promueven también 
conductas reñidas con las normas sociales, con lo que frecuentemente refuerzan la 
opinión ya negativa que en general se tiene sobre este grupo de pandillas en particular, al 
cual se le adjudican conductas antisociales que ponen en precario la seguridad ciudadana, 
y en consecuencia se le aplican modelos de control coercitivos alejados del marco 
democrático y de derechos humanos. "Las maras sustituyen de alguna manera, para miles 
y miles de jóvenes sin futuro y sin dinero, a la familia, a la religión", sostuvo el periodista 
Jon Sistiaga, que el año pasado grabó en Honduras el reportaje 'Honduras: la mara vida'. 
"No hay mareros viejos. De la mara se sale, como dicen ellos, o por la Iglesia, porque se 
convierten al cristianismo o al evangelismo, o muerto", recogió El País las palabras de 
Sistiaga.  
Para Rodgers Las pandillas juveniles son un fenómeno social muy común que puede 
encontrarse con frecuencia en casi todas las sociedades del mundo, aunque 
mayoritariamente son grupos efímeros de jóvenes que se juntan en las esquinas de las 
calles de sus barrios para expresarse con comportamientos etiquetables como 
“antisociales” que hacen parte de su proceso de crecer y desarrollarse. “Las pandillas 
centroamericanas actuales son claramente otra cosa. Son organizaciones colectivas mucho 
más definidas, que exhiben una continuidad institucional que es independiente de su 
membresía. Tienen convenciones y reglas fijas, que pueden incluir rituales de iniciación, 
una jerarquía, y códigos que pueden hacer de la pandilla una fuente primaria de identidad 
para sus miembros. Estos códigos también pueden exigir patrones de comportamiento 
particulares: ropas características, tatuajes, pintas o graffitis en la zona que dominan, 
señales con las manos y un argot. Y por supuesto, una participación regular en actividades 
ilícitas y violentas”. Estas pandillas están muy frecuentemente -aunque no siempre- 
asociadas a un territorio preciso y sus relaciones con la comunidad de ese territorio 
pueden ser tanto amenazantes como protectoras, pudiendo además cambiar de un papel 
al otro muy fácilmente. 
Las maras o pandillas se presentan como un grupo, una organización o una hermandad, 
que tiene su propia “administración”, sus normas y patrones, en donde defender todo 
aquello que pertenece a la mara (territorio y “hummies”) está entre ello. Establecen 
objetivos, empatías y antipatías en común, por otros grupos o miembros de la sociedad, 
se sufragan gastos cuando un miembro lo necesita, se suple la necesidad alimentaria y se 
brindan seguridad entre ellos,  imponen intimidad, lealtad y para los jóvenes representa 
una forma de ascenso social, un medio de subsistencia. En territorios donde el estado no 
garantiza nada (los barrios más pobres de Honduras), donde asistir a una escuela o un 
colegio es un sacrificio (ya que difícilmente accederán a una educación superior) y aun así 
les es difícil acceder a un salario de condiciones dignas, que por lo menos garantice una 
seguridad alimentaria, crecen los jóvenes observando la violencia sin freno, que se 
acrecienta en el barrio, donde ser marero es ser “líder” e impone miedo (confundible al 
respeto) y sobre todo ofrece algo que su estado no le garantiza: una oportunidad. 
 
Su organización y sus valores 
 
Las maras se organizan por barrios, en cada barrio (UNICEF 2011) existe una 
“clica”, que representa la organización básica y elemental de la pandilla. Esta organización 
debe proteger (de otra mara y de la policía), controlar y vigilar cierto sector; hay un jefe y 
un subjefe, los hommies o humies (miembros del grupo) quienes actuaran según lo 
ordenado por los jefes, de forma que las órdenes obedecen a una jerarquía vertical. Las 
personas ajenas a la organización, pero establecidas dentro de sus territorios deben 
guardar la secretividad, de las actividades delictivas del grupo, caso contrario pagaran la 
cuenta con sus vidas o la de sus familiares. Cada “clica” tiene sus labores y misiones 
especiales (narcotráfico, tráfico de armas, sicariato, trata de personas, mutilaciones, etc.), 
está dirigida por un líder quien mantiene el cargo aun cuando este es privado de libertad y 
que los miembros del grupo están en la obligación de respetar y que representan al grupo 
cuando estos tienen que tomar decisiones a nivel de todos los lideres, en las llamadas 
“meetings”, todo debe ser aprobado por estos líderes o autoridades. La sanción para el 
irrespeto a estas decisiones o al código creado por la organización, se sanciona 
severamente y el castigo puede llevar hasta la muerte. 
Una organización meramente patriarcal donde ahora las maras son más selectivas -como 
establece Tomas Andino (2006)- con las mujeres que ingresan, e incluso más cuidadosas 
con ellas que antes. Les atribuyen debilidades que a su juicio ponen en riesgo su propia 
seguridad y la de la pandilla, como la fuga de información, el fácil rastreo que de ellas hace 
la policía, el hecho de que abandonan primero la pandilla antes que el varón debido a su 
condición de madre a temprana edad, entre otras. Más que antes, las féminas están 
relegadas a papeles secundarios; no pueden tener acceso a la información considerada 
crítica y se les delegan tareas de apoyo, reproducción y servicios de emergencias, siendo 
hasta ahora desconocido para nosotros que tengan algún tipo de liderazgo de primer 
orden en alguna pandilla. De hecho la gran mayoría de pandillas integradas únicamente 
por mujeres se han desintegrado. 
El perfil que debe tener el miembro de una pandilla, garantiza implicaciones que pueden 
influir en su ascenso a nivel de grupo, uno de los valores más respetados es la solidaridad, 
este valor tan importante en esta “sociedad”, puede ver su sombra reflejada, en el 
abandono que sufren los miembros antes de ingresar a la pandilla; un hogar destruido 
donde el sustento lo carga precariamente una madre soltera o una abuela con dos a cinco 
hijos menores que deben mendigar ante la imposibilidad de asistir a una escuela, ya que, 
de lo contrario no se conseguiría los suficiente para, por lo menos llegar a subsistir, según 
informes de UNICEF  y Casa Alianza hay familias en Honduras que subsisten con menos de 
un dólar al día (veintidós lempiras). Este espíritu de solidaridad se traslada a cada uno de 
los “Hommies” que se encuentran lisiados o encarceladas, no se le abandona ni a él ni a su 
familia, a este último se le envía dinero, comida y se le contrata un abogado para su 
defensa, dinero que debe recogerse producto del “trabajo” de otros hommies, con la 
venta de droga, armas, extorsiones, robos y otra clases de ilícitos. De hecho a declaración 
de una pandillera condenada por extorsión manifestaba la joven, “que la mara le ayuda 
para tener el sustento, que su hijo menor necesita”, le depositan mensualmente a su 
abuela quien cuida del infante, en ausencia de la madre. 
Cuando un miembro sigue las reglas o “es buen soldado”, se gana el afecto y el respeto de 
la pandilla, recordemos además que gana su “marca”. Así como existe “luz verde” en 
aquellos casos en que se traiciona a los miembros de la pandilla. En caso que en una 
“pegada” resulte herido un miembro de la pandilla, (es importante señalar la evolución 
del  funcionamiento totalmente estructurado de las maras), como cuentan con contables 
que administran ingresos y gastos, tienen médicos que los atienden tras las peleas 
clandestinamente para evitar denuncias a la policía desde hospitales, o con locales o casas 
adquiridos para la celebración de reuniones. 
La CEAR Divide esta estructura de las maras de la siguiente manera de una forma más 
piramidal, donde incluye en la organización a la “base”, por un peldaño debajo de los 
“hommies” consagrados, integrado por Novatos quienes ya han realizado el brincado, 
bautizo o ritual marero y cuentan con un apodo y algún tatuaje. Son enseñados por un 
Tutor (de la base dura.) Es posible que aún estudien y/o trabajen y conserven vínculos 
familiares. Para ganar el prestigio del que aún carecen, tienen que llevar a cabo 
actuaciones tales como matar a un marero de una pandilla rival o a un policía o asumir la 
condena por delitos que haya cometido otro marero de la misma pandilla. Están a su vez 
los aspirantes y simpatizantes se trata de los jóvenes residentes en los barrios con elevada 
actividad de las maras, a las que son atraídos por amistad. La cercanía a la mara determina 
la diferencia entre aspirante o simpatizante (contacto físico y verbal, identificación de los 
mareros por su apodo, etc.) Para pasar al status de novato tienen que pasar por el ritual o 
bautizo marero, el brincado.  
El acercamiento a la mara o “reclutamiento” suele producirse a partir de los 7 años, 
pudiéndose integrar efectivamente hacia los 12. Desde las maras, existen diversas 
estrategias de captación en función de sus características y las del futuro pandillero: 
oferta de protección frente a maras rivales; acceso a drogas, dinero y sexo; o acogimiento 
y apoyo del que carecen en el entorno familiar. El proceso de integración definitiva en la 
mara puede durar unos 2 o 3 años. Para ganar su pertenencia a la mara, los aspirantes han 
de realizar el brincado, ritual o bautizo marero, que varía de una mara a otra: pelear con 
pandilleros de una mara rival o asesinar, soportar durante un tiempo determinado una 
paliza por parte de miembros de la propia mara sin defenderse, mantener relaciones 
sexuales con alguno de los jefes en el caso de las mujeres, etc. De acuerdo con la socióloga 
Gema Santamaría, el brincado pretende reflejar que los candidatos están preparados para 
soportar la violencia que vendrá una vez se forme parte de la pandilla. 
Las personas que viven en territorios de maras, han intentado vender sus viviendas, pero 
nadie las desea comprar o adquirir, depreciando los inmuebles. Los vecinos de los sectores 
sitiados por las maras han perdido la tranquilidad: los pandilleros hacen lo que quieren en 
los barrios donde residen, es su territorio, la ley imperante es la ley de la mara; es una 
realidad para estas personas cuya situación económica, no les permite emigrar, tienen ahí 
a su familia, sus pequeños negocios que no son exentos del pago del “impuesto de 
guerra”, que asciende a un promedio de 1000 lempiras semanales (unos 50 dólares) que 
para una familia de escaso recurso económico, esto representa una cantidad superior a la 
que gastan para medio alimentar a sus miembros. En estos barrios y colonias de áreas 
marginales de las principales ciudades de Honduras, zona para las pandillas, también 
desalojan a las familias para instalarse ellos en viviendas donde montan sus “negocios”. 
Infiltrándose en zonas de la ciudad y atemorizando a la población para que permanezca 
callada a costa de su vida. Especializados en la extorsión, sicariato, cobro de “impuesto de 
guerra”, robo de vehículos, tráfico de droga, secuestro y otros actos delictivos que han 
convertido a muchos barrios en un campo de batalla. El mayor problema se presenta en 
los sectores donde estas bandas pelean por territorio, donde las maras más fuertes son la 
MS y la Mara 18, pero con otras emergentes como los chirizos, los benjamins, el combo 
que no se deja, entre otras. 
 
 
 
La Antropología de la Política Pública en Materia Criminal 
 
La política pública es percibida por la población de distintas maneras y una de ellas 
es la formulación central para el ejercicio del gobierno (Ramírez, 2010) y, por 
consiguiente, una herramienta de poder que, sin embargo, al ser definida como producto 
del conocimiento experto, ha sido tratada y percibida por la sociedad como algo objetivo y 
neutral, y, sobre todo, ajena a la política o no contaminada por esta última. 
Si bien la disciplina de la política pública se ha consolidado en la academia, al igual que 
otras ciencias, al momento de exponerla a la antropología encontramos grandes grupos 
de poder que operan tras las figuras que originan y proyectan estos modelos ideales, que 
se les presentan a los ciudadanos para salvaguardar su futuro, como sabemos en materia 
criminal bajo los supuestos de peligrosidad ficticios, con falacias muy construidas que 
ocultan los verdaderos problemas del estado. Y que según María Clemencia Ramírez las 
personas que elaboran estas políticas también deben tornarse sujetos de la investigación: 
“Los tecnócratas que formulan las políticas públicas también se tornan en sujetos de 
investigación como actores situados en contextos de poder específicos, con ideologías, 
intereses y objetivos concretos e inmersos en sistemas de pensamiento que se plasman en 
la política pública. Es entonces labor del antropólogo desmitificar el poder naturalizado de 
la política pública, que no sólo regula a los sujetos sino que éstos a su vez, al someterse a 
ella, le confieren poder, de la misma manera que se le confiere poder al Estado.” 
El papel de la antropología puede verse más evidenciado con las políticas públicas que 
relatan por ejemplo pueblos indígenas o como establecimos al inicio, grupos pequeños. 
Pero como veremos los factores que influyen en las políticas criminales, quizá nos 
auxiliemos con la historia o un poco de investigación cronológica de los sucesos de cómo 
fueron surgiendo las políticas en materia criminal, pero a su vez percibiremos, que en esta 
clase de políticas hemos aislado a la antropología y como hemos desarrollado aquí, esa 
muralla que hemos construido, aísla de la realidad este “plan de trabajo estatal”, 
creyendo que política criminal es sinónimo de aumento de poder punitivo y no del estudio 
del entorno social que circunscribe al crimen. Demos una mirada al pasado, en 1986 la 
política de Estados Unidos con relación a América Latina y el Caribe, fue orientada a influir 
de forma directa en la aplicación de una política internacional, que le permitiera 
“controlar” un problema político-social, que había trascendido las fronteras y se había 
convertido (desde sus intereses) en una problemática internacional. Y cuyo instrumento 
principal seria el Programa Internacional de Control de Narcóticos (PICN). La percepción 
del gigante del norte en cuanto a la temática del consumo de drogas es que estos 
provienen de las tierras lejanas a sus fronteras (igual a la gran mayoría de sus problemas). 
Por lo que Honduras no tardo en crear su política anti drogas, fortalecida con un nuevo 
instrumento jurídico (que como dijimos al inicio ineficaz totalmente). Resulta 
contraproducente crear un derecho penal de excepción para que el resto del sistema 
penal no se llegare a “contaminar”, contaminando –valga la redundancia- el nuevo 
sistema con contradicciones a la doctrina penal de excepción; haciendo del uso del 
derecho penal, un derecho prioritario y meramente represivo en contra del enemigo de la 
política de seguridad de nuestros países.  
 
Pero si hubiéramos tomado la perspectiva antropológica de la situación, quizá se habría 
hecho un plan de gobierno, una política pública diferente, tomando en cuenta las 
estadísticas de consumo que existían en aquel entonces, pero sobre todo con mayor 
eficacia. Es un fracaso seguir una lucha frontal contra las maras y  contra el narcotráfico, 
donde se atiende a una política de represión y no de prevención, ha quedado claro con los 
altos índices de criminalidad,  erogar presupuesto excesivo para mantener el ejército en 
las calles, catalogando un problema en “contra la salud de la población” y seguridad 
nacional, en vez de ser un asunto “de salud pública” y concientización social.  
 
 
La Política Estatal Antimaras 
 
Si hiciéramos un estudio antropológico definitivamente diríamos que el factor que 
ha intensificado más la violencia de las maras en los últimos años es la puesta en práctica 
de una verdadera “guerra” contra ellas de parte de los Estados centroamericanos. Ricardo 
Maduro, elegido Presidente de Honduras en el año 2002, diseña el Plan Cero Tolerancia 
como estrategias para combatir la delincuencia, en especial a las maras que venían 
adquiriendo protagonismo. La CEAR los resume de la siguiente manera: inicialmente 
Desarrollo de campaña publicitaria, con apoyo de los medios de comunicación, a fin de 
mejorar la percepción de la opinión publica respecto a la inseguridad ciudadana, además 
de atraer inversión extranjera, fomento Mayor presencia del Ejército y la Policía, 
especialmente en centros de negocios y Zonas marginales, reforma el Art. 332 del código 
penal  (Ley Antimaras), que supone el endurecimiento de penas y multas a integrantes de 
las maras, creando el tipo penal de Asociación ilícita (crimen organizado), implementa una 
política activa de cooperación con otros países centroamericanos para hacer frente a las 
maras. A raíz de esta iniciativa, surgieron diversas reuniones que derivaron en las 
posteriores Cumbres Centroamericanas Antimaras. Que para el ex Fiscal  general 
Edmundo Orellana es urgente tomar acciones puntuales respecto a la revisión del Artículo 
332 del Código Penal pues según el análisis de expertos en material judicial, ha generado 
distorsiones que dificultan la comprensión del hecho que se pretende tipificar, dejando 
abierta una puerta para incurrir en abusos de autoridad y violaciones a los derechos 
humanos, privando de libertad a personas que no han cometido más delito que el de 
pertenecer a una agrupación determinada. 
 
La Unidad de Prevención de Pandillas había contabilizado para 1999, un total nacional de 
25,940 miembros de maras o pandillas, para el año 2002, la cifra oficial era de 31,164 
miembros y desde entonces tanto los voceros policiales como la prensa, utilizan cifras que 
van de 32,000 a 35,000 pandilleros. Las estadísticas de la División de Prevención de Maras 
revelan que para el año 2006 el número de estas agrupaciones era de 475 a nivel nacional, 
con un total de 36,000 miembros activos y 70,500 simpatizantes. Este crecimiento de la 
actividad pandilleril y el endurecimiento de las leyes como consecuencia de ello, ha 
promovido, el uso indiscriminado de la medida de privación de libertad como único 
mecanismo de contención ante la fragilidad o ausencia de mecanismos concretos de 
gestión de los conflictos en un marco de derechos. Para Save the Children en Honduras la 
ya conocida fragilidad del sistema y su infraestructura impiden un adecuado abordaje a 
estas poblaciones, generándose frecuentemente situaciones de tensión, amotinamientos 
y muerte de privados de libertad. No obstante, en el sistema penitenciario nacional y en el 
sistema juvenil se aplica la separación de grupos de jóvenes según la mara o pandilla a que 
pertenecen, promoviendo con ello los espacios de encuentro, planeación y ejecución de 
acciones contrarias a la ley, y nuevos aprendizajes por el intercambio de experiencias, con 
el agravante de no contar con suficiente personal capacitado ni el presupuesto suficiente 
para desarrollar procesos de rehabilitación y reinserción social. 
Ese planteamiento debe considerar como lo expresa Álvaro Cálix, el respeto y garantía de 
los derechos ciudadanos; la aplicación efectiva de mecanismos de control en los procesos 
de la aplicación de la justicia; la transversalidad de la seguridad desde el Estado; una 
política de promoción del desarrollo humano vinculada a la seguridad; la participación 
ciudadana efectiva en corresponsabilidad con los órganos del Estado; la aplicación de la 
ley en igualdad de condiciones; la provisión de espacios dignos para la privación de 
libertad; el tratamiento profesional de la noticia en los medios; la recuperación de los 
espacios públicos en las comunidades; la educación y promoción del uso de mecanismos 
alternativos para la resolución de conflictos; y debe privilegiar las medidas alternativa al 
internamiento; vigilar el cumplimiento del debido proceso; hacer un énfasis especial en la 
prevención primaria; y propiciar el liderazgo en el tema en órganos no coercitivos, entre 
otros. 
El actual presidente de Honduras Juan Orlando Hernández asegura  que la Policía Militar 
del Orden Público (PMOP) pasara ser el cuerpo armado encargado de recuperar la paz y 
seguridad del pueblo hondureño. La creación de esta policía bajo su mandato trae consigo 
una nueva política en materia de seguridad: la tasa de seguridad (un fisco especial para 
recaudar en aras de fortalecer la lucha contra el crimen organizado). Quien desde su 
creación en el 2012 ha recaudado 8,126 millones de lempiras en financiamiento externo. 
Que sirve para fortalecer la creación de los batallones de la Policía Militar y el Orden 
Público, incluida la Unidad Canina. 
La inseguridad ciudadana causada por las maras, así como el carácter represivo de las 
medidas gubernamentales para abarcar dicha cuestión y su consecuente ineficacia;  
atropella consigo un grupo esencial para el desarrollo de cualquier país: los menores. 
Dada la pronta edad a la que los integrantes de las maras y pandillas comienzan su 
andadura en las mismas, los menores son un claro grupo de riesgo en el contexto de estas 
bandas. La pertenencia a uno de estos grupos supone para los niños y adolescentes un 
incremento significativo de la facilidad con que estos pueden acceder al consumo de 
alcohol y drogas o la perpetración de actividades delictivas por parte de los mismos, 
además de ser objeto de ellas. Un adecuado sistema de prevención disminuiría el riesgo 
de que los menores se vean envueltos en dichas acciones, pero sin embargo, y como se ha 
adelantado, las posiciones de las autoridades de los países que abarca el presente informe 
suelen centrarse en políticas represivas a posteriori  esto último como lo resume 
Demoscopia en su informe. 
 
Irónicamente el  Fondo Monetario Internacional (FMI) instó a las autoridades a finales del 
año 2014  a reducir el nivel del déficit del gobierno central y a reestructurar el gasto 
corriente, a fin de crear espacios para el gasto social que ayude a reducir la pobreza y 
proteger la inversión para promover el crecimiento económico (un discurso desgastado 
por este organismo). Por ello el presupuesto enviado al Congreso Nacional a principios del 
año 2015  para su discusión y aprobación contempla, para la Secretaría de Salud, una 
disminución de 174.8 millones de lempiras y, para Educación, 708.5 millones menos, en 
comparación con los recursos aprobados para 2014. Los cambios en el financiamiento de 
las dos entidades tiene serias repercusiones, debido a que la rigidez en la estructura 
salarial implica que no existe margen de maniobra para destinar recursos a la compra de 
materiales, insumos y demás elementos necesarios para garantizar los servicios de 
educación y salud. Si tomamos en cuenta las estadísticas y aquella frase popular “las 
estadísticas no mienten”, la erogación del estado en una política represiva es ineficaz y 
garrafal, no da ningún resultado positivo, más que crear un pensamiento de necesidad 
dentro de la población (necesidad a base de zozobra), no atiende a lo que 
verdaderamente puede desarrollar un país y solucionar un problema que se vuelve cada 
día mayor. Si los jóvenes tuvieran educación, si el país atendiera una política de 
prevención y asistencia social, las maras no serían una alternativa para la juventud el 
surgimiento de las maras, no nace en las Pandillas estadounidenses, sino en la 
irresponsabilidad del gobierno para con su gente, en la desatención de los derechos 
humanos inherentes a la persona, que obliga ante la falta de un estado la creación de otro 
a sombra de este. Donde hay que reflexionar que la violencia no solo tiene consecuencias, 
sino también causas. 
Está claro que la política represiva del estado Hondureño es un fracaso. Parece haber 
agravado el problema, radicalizando a las pandillas y a las maras y provocando una espiral 
de violencia con venganzas y represalias. Por lo que para contrarrestarles es necesario 
encontrar las causas antropológicas, algunas ya las hemos ido anunciando aquí, pero 
existirán otras que replanteen el pensamiento de la actual política pública en la materia. 
La represión falla porque puede estar generando una nueva “ética” marera y pandillera: 
desafiar al Estado. Y también porque la represión nunca remedia los problemas 
subyacentes que generan estos fenómenos sociales explica Rodgers: 
 
“Toda política social refleja el contexto económico y social del cual surge. Por eso podemos 
decir que el obstáculo más grande para la implementación de una política coherente y 
eficaz con relación a las pandillas y maras de Centroamérica es la naturaleza 
profundamente desigual de la distribución del poder en las sociedades centroamericanas, 
donde todo el poder político y económico está concentrado en las manos de una pequeña 
élite que excluye activamente a la mayoría. Los gobiernos centroamericanos reprimen a 
las pandillas y a las maras para evitar tomar otras medidas que resuelvan la exclusión 
social, la falta de oportunidades, los abismos de desigualdad que son la base de su poder y 
de sus privilegios. Esta situación provoca algo más que parálisis política. La verdad es que 
las maras y las pandillas se constituyen, para quienes se atrincheran en su poder, en los 
mejores chivos expiatorios a los que culpar por la inestabilidad de la región, ocultando así 
las verdaderas raíces de los problemas”. 
 
Todas estas medidas de endurecimiento de penas y leyes, continua enunciando Dennis 
Rodgers, han sido acogidas con satisfacción por las poblaciones centroamericanas, en 
zozobra por la actividad de las maras y las pandillas. Pero han sido denunciadas 
firmemente por grupos de defensa de los derechos humanos, porque podrían alentar 
abusos sistemáticos de los derechos de cualquier sospechoso. Amnistía Internacional ha 
presentado evidencias -corroboradas por el Departamento de Estado de Estados Unidos- 
que en Honduras y Guatemala existen escuadrones de la muerte paramilitares que 
apuntan deliberadamente al exterminio de los mareros, teniendo a menudo en la mira a 
toda la juventud marginal.  
Lo más dantesco de la situación, es que los mareros ante las políticas estatales han dejado 
de cobrar ellos los productos de los ilícitos, obligando a la población que reside en estos 
barrios a usar sus nombres y sus personas, para evitar caer en mano de los entes 
investigativos, quienes se conforman con estos, para mantener una “estadística” que les 
permita seguir mostrando una cara, ajena a la realidad de la sociedad hondureña. Quienes 
están siendo procesados por ende son adolescentes (aspirantes), son padres de familia 
(que son amenazados) que no pueden huir de la zona de guerra, a la sombra del estado 
quien se pisa su propia cola. 
 
 
Conclusiones 
 
La antropología en general, llámese o delimítese urbana, jurídica o criminal, así como 
sus actores tienen un nuevo reto y es salir de su zona de comodidad, enfrentando de 
manera directa los problemas sociales de la urbe, donde el solo uso del derecho es 
ineficaz y predomina una cultura de la pobreza, alimentada por antagonismos de clases, 
problemas sociales y necesidades de cambios que al afectar el factor de dinamismo en la 
sociedad se ve promoviendo la creación de subculturas; que al originarse en factores 
negativos no se puede esperar un resultado positivo producto de la decadencia.  
La política en materia criminal en Honduras, se ha orientado a favorecer factores de 
incidencia internacional y no a la realidad socio-cultural que ampara el país, además de 
ignorar los elementos que inciden en el fortalecimiento de los grupos de crimen 
organizado como las maras; lo que solo ha provocado el aislamiento de sus integrantes y 
su total incomprensión, por lo que en sus zonas donde la policía no tiene el alcance de 
resguardo, se consolidan verdaderas zonas de guerra, mientras el estado sigue 
dirigiéndose al plan de acción en una política de represión y contención, mas no de 
prevención del delito. 
Las maras en el país han aumentado precipitadamente la cantidad de sus integrantes, 
esto se debe a que en los llamados “cordones de miseria” de las ciudades principales de 
Honduras, las personas no tienen acceso a muchos servicios básicos, viven en extrema 
pobreza, no pueden optar ni a una educación de calidad, ni menos a un trabajo digno, por 
lo que el dinero “fácil” resulta una opción muy atractiva para los jóvenes, en especial los 
pre adolescentes que son fáciles de impresionar con el acceso a algunos “lujos” de los 
cuales ellos no pueden acceder. Pero la razón principal es que a pesar de que todo lo 
anterior forma parte de los problemas sociales que sufre nuestro país, la política en 
materia criminal sigue acaparando una gran cantidad de recursos mientras que 
presupuestos como el de educación, arte y deporte, disminuyen gradualmente. 
Es necesario que para organizar mejor un Plan de Nación solidario y equitativo, debe 
utilizarse ramas de las ciencias como la antropología, para ayudar a establecer los 
parámetros que nos pueden guiar para determinar el porqué de muchos fenómenos 
social-culturales que vive actualmente el país y consecuentemente construir las 
herramientas para salir de la miseria. Se debe considerar seriamente ampliar la oferta 
académica y abrir la carrera de antropología en las universidades para que los 
profesionales del área tengan un sentimiento de identidad más profundo al estudiar los 
problemas que aquejan Honduras. 
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